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PREGUNTAS SOBRE EL ACUERDO NACIONALPREGUNTAS SOBRE EL ACUERDO NACIONAL

¿Qué evaluación hace del desempeño del Foro del Acuerdo Nacional como espacio de 
diálogo, en los dos años transcurridos desde sus inicios en el 2002?

Jorge Del Castillo

Rolando Ames
Me parece que en sí misma la existencia, y la producción de planteamientos comunes por los 
distintos miembros del Foro del Acuerdo Nacional es positivo. El problema radica a mi juicio en el 
contexto político externo, en el que ha funcionado. Aunque algunas reuniones han sido 
convocadas por los miembros de la sociedad civil, la imagen dominante es que el Acuerdo es 

siempre convocado por el Gobierno y eso ha afectado la percepción de su independencia y su trascendencia 
potencial. Ha actuado además como blindado de la realidad exterior. Ello quizás permitió un buen clima de 
trabajo pero ha sido excesivo. El encapsulamiento del Acuerdo no ayuda a que los acuerdos importantes y 
valiosos que ahí se toman  repercutan más significativamente en la agenda de sus propios actores
 
La mayor parte de los acuerdos sobre políticas son interesantes y podrían contribuir a un mejor 
ordenamiento de la acción del Estado y su coordinación con la sociedad civil pero no se ha avanzado 
significativamente en su aterrizaje. Me parece que la metodología de las matrices ha contribuido 
paradójicamente a la imagen de artificialidad: demasiado formato técnico para acuerdos que en lo 
principal no se ponen en práctica. Los Acuerdos de Corto Plazo serán en ese sentido una prueba de fuego 
y veremos que hace el Gobierno. 

 Juan Sheput
Considero que el Acuerdo Nacional  -en un contexto en el cual ni la clase política, empresarial, 
mediática o la sociedad civil comprenden lo que es un proceso de transición- ha servido como 
una entidad  promotora del diálogo y de consensos, lo que ha servido de catarsis para una 
serie de organismos de la sociedad. Sin embargo, considero que esa no es la misión 

fundamental del Acuerdo Nacional. Si el Foro del Acuerdo Nacional ingresa al terreno de la coyuntura es 
por la incapacidad  para comprender una transición. El Acuerdo Nacional fundamentalmente es una 
entidad que desarrolla un plan de largo plazo que busca a través de objetivos claros enseñar el camino y a 
través de metas concretas cuantificar el nivel de avance hacia la consecución de los mismos.  
 

Fernando Cabieses
El Acuerdo Nacional ha escalado rápido y eficientemente en un privilegiado espacio donde con  
frecuencia y persistencia se reúnen grandes líderes de nuestro mundo político y económico 
para intercambiar ideas y estrategias. En los dos años que venimos trabajando, con intenso 
interés y sentido patriótico, nunca he visto una discusión agria, una discrepancia brusca, ni 

siquiera un desencuentro descortés. Es un verdadero núcleo amistoso y pacífico, de profunda dedicación 
a un diálogo patriótico, que va encontrando caminos al andar y horizontes nuevos en la atmósfera 
nacional. Es importante evitar que la patriótica dedicación de sus miembros sea distraída por las naturales 
crisis de corto plazo y sea enfocada con decidida preferencia a las áreas ya señaladas en sus propios 
documentos.

El APRA participa en el Acuerdo Nacional como consecuencia de un acuerdo orgánico del 
partido, y lo hace con toda transparencia y lealtad democrática, dando ideas, proponiendo 
medidas. El APRA, desde el inicio de este gobierno expuso con claridad su disposición a 
colaborar propositivamente. Prueba de ello en enero del año 2002, presentamos al Gobierno 

una propuesta para reactivar la producción y generar empleo, que publicamos bajo el título “Reactivemos 
el Perú” con 65 medidas. 

Dos años después el Perú afronta una grave crisis de gobernabilidad que se origina principalmente en los 
reiterados desaciertos del gobierno. En ese difícil contexto, el Partido Aprista Peruano reafirma la 
necesidad de trabajar por el desarrollo con justicia social en el país, y propone como movimiento 
responsable y democrático, 30 medidas para enfrentar la crisis.

El APRA reconoce que el Acuerdo Nacional representa un esfuerzo importante en la construcción de una 
visión compartida de futuro, en la definición de una agenda de políticas de largo plazo entre las 
organizaciones políticas, sociales, económicas del país y el propio estado. En esta dimensión, como 
espacio de diálogo, el Acuerdo Nacional cumple su objetivo, pero es en el ámbito de las realizaciones, del 
cumplimiento de las metas, en donde el Acuerdo Nacional muestra su mayor debilidad. Esto último 
contribuye a que sea percibido por los ciudadanos como algo ajeno a sus necesidades y problemas.

¿Considera usted que el Acuerdo Nacional tiene proyección en el actual escenario de 
crisis política?

Creo que sí. Creo que lo logrado pese a todo, es un capital acumulado importante que no 
debe perderse. Mas aún creo que por la crisis política misma, la experiencia de diálogo 
acumulada facilitará que esos actores y otros que puedan sumarse, valoren y reutilicen lo 
avanzado en coyunturas más concretas. 

 
El otro límite no tiene que ver con el Acuerdo sino con la debilidad de representación sobre todo de los actores 
políticos miembros del Acuerdo. Hay también una dimensión regional que no permea suficientemente el Foro 
que aparece todavía muy centralizado en Lima. El proceso de descentralización debería estar más presente.

Más bien creo que su proyección es necesaria independientemente de la crisis política. Si 
bien es cierto que el Acuerdo Nacional se ha constituido en un foro que no rechaza el diálogo 
necesario en la crisis de coyuntura, es fundamental que en paralelo ejerza una labor didáctica 
con la ciudadanía respecto a los beneficios de una cultura del largo plazo. Ya es hora que los 

gobiernos se comporten como distintas etapas de un solo proyecto como nación y no se dediquen a 
deshacer lo que hizo el anterior. En un país en el que la crisis política es consecuencia de la falta de 
instituciones el foro del  debe constituirse en un ente que se constituya en entidad 
imparcial, pluralista e incluyente que facilite primero la transición y luego el proceso de 
institucionalización de nuestro país. 

Rolando Ames

 Juan Sheput

Acuerdo Nacional

Jorge Del Castillo
Nosotros confiamos en que el Acuerdo Nacional logre aterrizar sus propuestas y el Gobierno 
las ejecute, lo cual evitaría el peligro de que este espacio sea percibido con indiferencia por la 
ciudadanía. Se tiene que tener presente que el Acuerdo Nacional se hizo para proponer, en 
conjunto y por consenso, políticas en función de metas de largo plazo y ahora lo que estamos 

proponiendo son medidas concretas de rápida realización y que puedan ser verificadas por la población. 
Entre ellas se encuentran aportar una mayor porción de capital al Banco Agrario y ayuda técnica al 
productor agropecuario; asumir una lucha frontal contra la corrupción sobre la base de una 
reestructuración del Sistema Nacional de Control, lo que está más allá de cambiar al actual Contralor 
General de la República. Dentro de la reestructuración, una de las medidas más importantes es que el 
contralor sea elegido por una mayoría calificada del Congreso; austeridad y eficiencia en el manejo de 
los recursos públicos; ejecución inmediata del programa de concesiones y promoción de la inversión, por 
ejemplo en infraestructura vial convocando al capital extranjero y nacional para obras como las 
Autopistas Pativilca- Trujillo, Cañete- Ica, Ramiro Prialé, Lima-Huancayo, Cusco-Puerto Maldonado- 
Iñapari, Longitudinales de Cajamarca y Ayacucho, aplicando para ello –de ser necesario- el seguro de 
ingreso mínimo para el contratista; atención prioritaria del gasto en educación y salud; apoyo a las 
pequeñas y medianas empresas; seguridad interna; reperfilamiento del servicio de la deuda externa; 
negociaciones del Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos y descentralización productiva.

Ahora, en el APRA estamos trabajando en el seguimiento del  cumplimiento de las políticas del Acuerdo 
Nacional, y para ello hemos conformado equipos de trabajo que combinan la experiencia con la vitalidad 
de profesionales jóvenes. El Acuerdo Nacional representa un marco inmejorable para el proceso de 
construcción del Plan de Gobierno que estamos desarrollando como organización. Lo que yo quisiera, si 
en caso ganamos las elecciones generales de 2006, es que el Acuerdo Nacional nos sirva de 
instrumento para asegurar una adecuada y eficiente gestión de gobierno. 

Juan Sheput: Jefe del Comité de Asesores del Ministerio del Interior. 
Rolando Ames: Sociólogo y presidente del Instituto de Diálogo y Propuestas. 
Fernando Cabieses: Presidente  de la Comisión  Organizadora de la Universidad Científica del Sur.
Jorge Del Castillo: Secretario General del Partido Aprista Peruano.
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Políticas de Estado
Detenido En expectativa Avanzado

respaldo legal al uso de la anticoncepción 
oral de emergencia, más conocida como 
la “píldora del día siguiente”, casi tres 
años después de que el ministerio de 
S a l u d  d e c i d i ó  i n c o r p o r a r  l a  
anticoncepción oral de emergencia (AOE) 
a  l o s  m é t o d o s  a n t i c o n c e p t i v o s  
contemplados en las normas del 
Programa Nacional de Planificación 
Familiar. El informe técnico científico en 
que se basó tal decisión expresa que el 
uso de la AOE, en tanto no afecta a la 
implantación del óvulo ya fecundado, no 
sería inconstitucional ni ilegal, pues no 
atentaría contra el derecho y el respeto a 
la vida consagrados en la Constitución. El 
Ministerio de Salud ha dispuesto que en 
un plazo de tres meses sea distribuido en 
los centros de salud estatales de todo el 
país y entregado a las usuarias sólo con 
receta médica. Con el anticonceptivo oral 
de emergencia, se espera disminuir la 
cantidad de abortos y embarazos no 
deseados.  

Compromiso Político, Social y 
Económico de Corto Plazo

Se eliminará el IES en el año 2004

PRODUCE y Gremios suscriben Carta Productiva

Ley de Incentivos a la fusión de Regiones

Ley de Acreditación de los Gobiernos Regionales

 Instalación de la Comisión Anticorrupción

El ministro de la Producción, Alfonso Velásquez, anunció el 10 de junio la desaparición del Impuesto 
Extraordinario de Solidaridad en el cuarto trimestre del presente año, tal como está planteado en el 
punto 12 del Compromiso. Velásquez precisó que tal medida está establecida en el el Marco 
Macroeconómico Multianual 2005-2007 del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), y que así se 
eliminará una de las cargas más antiguas contra la generación de empleo que afectaba a las 
empresas y el poder adquisitivo de los peruanos.

El punto 29 del Compromiso afirma que se promoverá la inversión privada nacional y extranjera 
reconociendo su condición de factor principal para la descentralización productiva. Con este objeto, el 
ministro de la Producción, Alfonso Velásquez, dio a conocer la 'Carta Productiva', la cual fue suscrita 
por el Ministerio de la Producción (Produce) y diversos gremios empresariales. Este documento 
contiene un conjunto de medidas orientadas a la promoción de la inversión descentralizada. 
 

Dando cumplimiento al punto 92b del Compromiso, el Pleno del Congreso aprobó el 10 de junio la Ley 
de Incentivos para la Conformación e Integración de Regiones, con lo cual se cumple la segunda 
disposición transitoria de la Ley de Bases de Descentralización. El mecanismo previsto para la 
constitución de las nuevas regiones consiste en juntas de coordinación interregionales, las que 
permitirán la integración entre dos o más gobiernos regionales para el desarrollo de proyectos, planes 
y acciones, mediante convenios de cooperación entre sus autoridades. 

El Pleno del Congreso aprobó el 16 de junio la Ley de Acreditación de Gobiernos Regionales y 
Locales, de acuerdo a lo planteado en el punto 92c del Compromiso. La acreditación es el conjunto de 
exigencias que deben cumplir los 25 gobiernos regionales para que el Gobierno les transfiera el 
manejo de los programas sociales y de los sectores especializados del Ejecutivo en forma ordenada, 
transparente y técnica, con la finalidad de mejorar la calidad de los servicios públicos. 

El Ministerio de Justicia instaló la comisión anticorrupción que tendrá el encargo de continuar con la 
labor emprendida por la Iniciativa Nacional Anticorrupción (INA), establecida durante la presidencia 
de Valentín Paniagua. Este grupo de trabajo tiene como finalidad presentar en un plazo de 120 días, 
propuestas de dispositivos legales y medidas concretas para fomentar la lucha contra la corrupción y 
la ética pública, a fin de ponerlas al debate y para que puedan servir de base para la formulación del 
plan nacional anticorrupción planteado  en el punto 15 del Compromiso.

ACCIONES A FAVOR DE LA INFANCIA 

Han pasado más de dos meses de los doce acordados para cumplir los compromisos de la 
Declaración del Foro del Acuerdo nacional por la infancia. Esa Declaración es para mí el aspecto 
más importante y concreto del Compromiso político, social y económico de corto plazo del 19 de 
abril de 2004. Es una oportunidad para trabajar juntos en temas esenciales para la cohesión de la 
vida en sociedad. Para no perder esa oportunidad todos deberíamos interesarnos en uno o más de 
los 7 compromisos, pero sabemos que muchas personas no podrán dedicarle tiempo porque el día 
a día resulta muy exigente. Considero que los 3 primeros compromisos deben ser asumidos, 
progresivamente, por toda persona adulta que viva en el Perú. En todos los casos hay una entidad 
estatal principalmente responsable, pero estos temas son responsabilidad compartida de la 
sociedad y el Estado; cada comunidad, organización política, social o empresarial, los medios de 
comunicación, servidores públicos y autoridades del país.

Si debemos escoger, como debo hacerlo aquí por razones de espacio, considero prioritarios los 
compromisos 1, 2 y 3 (Pág. 22 Declaración del Foro del Acuerdo Nacional), aunque todos son 
importantes.

1. Hacer efectivo el reconocimiento de los derechos del niño.

1.1 Certificación de nacido vivo (Salud).

1.2 Registro de todos los niños y niñas nacidas en el Perú (RENIEC y Municipalidad).

1.3 Registro extraordinario, gratuito y obligatorio de nacimientos en todos los municipios del 
Perú en el próximo trimestre.

2. Asegurar una vida sana para los niños de 0 a 5 años.

2.1 Tener 6 controles prenatales adecuados para las madres gestantes.

2.2  Parto Seguro en un ambiente adecuado.

2.3 Controles mensuales de crecimiento y desarrollo en el primer año de vida.

2.4 Desarrollar el programa de inmunizaciones orientado a proteger al 100% de los niños 
menores de 5 años.

3. Asistencia y número de horas de aprendizaje en educación primaria.

3.1 Registro local obligatorio de asistencia (alumnos y maestros) y horas efectivas de clases.

ACCIONES PROPUESTAS

Cada uno de nosotros debe preguntarse por esos temas en su comunidad. Es tan importante como 
saber cuántos nacen, cuántos mueren, cuántos migran así como las razones principales de las 
muertes y las migraciones; eso es la base del registro civil local, pero también la base del 
autoconocimiento y organización en cada comunidad del país.

Por ejemplo, en los puntos 1 y 2 preguntemos en el centro de salud y en la municipalidad. Los datos 
deberían publicarse localmente cada mes en los lugares donde no se está haciendo. Cada mes 
debería disminuir el número de madres y niños que no se controlan preventivamente y el número 
de niños no registrados. Ya hay casos de mejora de la calidad de atención en comunidades de 
varios departamentos donde en pocos meses se ha logrado disminuir la mortalidad materna y 
perinatal (ver casos en Cusco y Huánuco, entre otros).

Una vez que la persona y la comunidad se interesan podemos preguntar al responsable del servicio 
y a la municipalidad qué falta para mejorar los servicios de salud preventiva, educación primaria y 
agua segura en la circunscripción; si la razón principal es la falta de recursos se debe recurrir 
secuencialmente al distrito, la provincia, la región y finalmente al organismo nacional responsable 
porque sabemos que para los temas mencionados es un asunto de priorizar los recursos existentes 
en todos los niveles dentro de los 13 mil millones de soles de gasto público social. 

Compromiso Político Social y Económico de Corto Plazo plazo 

ARTÍCULOARTÍCULO

JAVIER ABUGATTÁS
Miembro del Comité Ejecutivo de la Mesa de Concertación de Lucha contra la Pobreza

......................................................................
Política de Estado 7
Erradicación de la Violencia y 
Fortalecimiento del Civismo y 
de la Seguridad Ciudadana

Según indica el inciso “h”, se promoverá un 
sistema nacional de seguridad ciudadana 
en la totalidad de provincias y distritos del 
país, presidido por los alcaldes y 
conformado por representantes de los 
sectores públicos y ciudadanía. Sin 
embargo, a nivel nacional, a la fecha sólo se 
ha instalado el 27 por ciento de los comités 
distritales. Estos deben ser presididos por 
los alcaldes distritales, quienes, por tanto, 
son responsables de su instalación y 
funcionamiento. Aunque los alcaldes 
puedan argüir la escasez de recursos como 
un obstáculo para la instalación de estos 
comités, la falta de interés y de capacidad 
de convocatoria también inciden en este 
déficit que impide el desarrollo de políticas 
preventivas de seguridad ciudadana. 

Según el inciso “c”, el Estado pondrá 
especia l énfas is en extender los 
mecanismos legales para combatir 
prácticas violentas arraigadas, como son 
el maltrato familiar y la violación contra la 
integridad física y mental de niños, 
ancianos y mujeres. De acuerdo con esta 
política, el Ejecutivo promulgó la ley que 
adiciona en el Código Penal sanciones 
más severas para quienes violen a 
menores de edad, e incurran en la 
promoción y el uso de la prostitución y la 
pornografía infantil. Se dará carcelería 
efectiva a quienes incurran en dichos 
delitos, por un mínimo de seis y un máximo 
de diez años. En dichas sanciones se 
considerará a los clientes de los locales en 
los que se practique la prostitución de 
menores de edad. Se castigará asimismo 
el “turismo sexual”, para aquellos que 
publicitan y promueven el contacto sexual, 
y se considerará expresamente como 
delito la pornografía infantil por Internet. 
Se espera una pronta aplicación de estas 
medidas.

Política de Estado 28
P l e n a  V i g e n c i a  d e  l a  
Constitución y de los Derechos 
Humanos y Acceso a la Justicia 
e Independencia Judicial

El inciso “f” indica que el Estado adoptará 
medidas legales y administrativas para 
garantizar la vigencia y difusión de la 
Consti tución, af ianzará el respeto 
irrestricto de los derechos humanos, y 

Retraso en la instalación de los 
Comités de Seguridad Ciudadana 

Aumento de penas a violadores de 
menores de edad 

Nuevo Código Procesal 
Constitucional

adoptar legislación para favorecer el acceso 
ciudadano a la información pública y añade 
algo importante: los criterios de excepción, 
generalmente vinculados a la seguridad 
nacional, las negociaciones internacionales y 
comerciales deberán ser claros y 
transparentes.

P o l í t i c a  d e  E s t a d o  1 3
Acceso Un iversa l  a los 
Servicios de Salud y a la 
Seguridad Social
        

    
El inciso “h” expresa que se promoverá la 
maternidad saludable y se ofrecerá 
servicios de planificación familiar con libre 
elección de los métodos y sin coerción. El 
10 de junio el Ministerio de Justicia dio 

Ministerio de Salud difundirá 
píldora del día siguiente

asegurará la sanción a los responsables de 
su violación. El Ejecutivo promulgó el 31 de 
mayo el Código Procesal Constitucional, el 
cual sustituye a las leyes de Hábeas 
Corpus, Amparo y Acción Popular, así como 
a todas las normas legales que modifican o 
amplían sus alcances. En consecuencia, 
estos procesos constitucionales ya no 
forman parte de una normativa dispersa 
entre sus normas especiales y las leyes 
orgánicas del Tribunal Constitucional y del 
Poder Judicial. Con el nuevo código, se 
cuenta con una normativa que unifica los 
p r o c e s o s c o n s t i t u c i o n a l e s  y  u n a 
competencia especializada en el Poder 
Judicial. De este modo, el Perú se convierte 
en el primer país en Iberoamérica en contar 
con un código especializado en materia 
procesal constitucional. 

Hace siete meses el Gobierno anunció el 
Plan de Paz y Desarrollo para Ayacucho, 
Huancavelica, Apurímac y las provincias de 
La Convención (Cusco) y Satipo (Junín) 
como una respuesta al informe de la 
Comisión de la Verdad y Reconciliación. Se 
ofrecieron una serie de obras que 
benef ic iar ían a estas poblac iones 
duramente castigadas por la violencia 
terrorista. El presidente Alejandro Toledo 
expresó que se invertirían 2 mil 845 
millones de soles hasta el 2006 para 
atender los campos de educación, salud, 
infraestructura, transporte, agropecuario, 
telecomunicaciones, entre otros. Sin 
embargo, esta cifra corresponde a los 
presupuestos y a los proyectos sectoriales 
ya previstos con antelación al Plan de Paz y 
Desarrollo. Hasta la fecha sólo se han 
invertido 12 millones de dólares en la línea 
de trasmisión eléctrica entre Huamanga y 
San Francisco y se está cumpliendo con los 
planes de expansión del Programa 
Huascarán en los colegios del valle de los 
ríos Apurímac y Ene. 

Política de Estado 29
Acceso a la Información, 
L iber tad de Expresión y 
Libertad de Prensa

Por segundo año consecut ivo , la 
Cancillería y la misión permanente del Perú 
ante la OEA tuvieron éxito en el patrocinio, 
j un to con Argen t ina , Honduras y 
Guatemala, de la resolución “Acceso a la 
Información Pública: Fortaleciendo la 
Democracia”, que fue aprobada durante la 
X X X I V  A s a m b l e a  G e n e r a l  d e  l a  
Organización de Estados Americanos 
(OEA), realizada a principios de junio en 
Quito, Ecuador.
La resolución, que reconoce entre otros la 
contribución de Los Principios de Lima del 
Consejo de la Prensa Peruana, recuerda el 
compromiso de los países miembros de 

 Atraso en los Planes de Paz y 
Desarrollo

Resolución de Acceso a la 
Información Pública: 

Fortaleciendo la Democracia
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